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	DIRECCIÓN GENERAL DE TRABAJO AUTÓNOMO


MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO
PROYECTO DE ORDEN MINISTERIAL POR LA QUE SE ESTABLECEN LAS BASES REGULADORAS DE LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES A LAS ACTIVIDADES DE PROMOCIÓN DEL TRABAJO AUTÓNOMO Y PARA SUFRAGAR LOS GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LAS ASOCIACIONES DE TRABAJADORES AUTÓNOMOS DE ÁMBITO ESTATAL

XXXX de 2025
FICHA DEL RESUMEN EJECUTIVO
	Ministerio/Órgano proponente
	Ministerio de Trabajo y Economía Social.
	Fecha
	31/03/2025

	Título de la norma
	Orden TES/XXX/2025, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las actividades de promoción del trabajo autónomo y para sufragar los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos de ámbito estatal.

	Justificación de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo
	Según lo previsto en el artículo 26.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se elabora la presente Memoria del Análisis de Impacto Normativo, de carácter preceptivo.
Se considera que del presente proyecto normativo no se derivan impactos apreciables en el ámbito competencial, económico y presupuestario, de cargas administrativas, por razón de género, en la infancia y adolescencia y en la familia, considerándose en consecuencia aplicable lo dispuesto en el artículo 3 del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, a los efectos de que la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, tenga carácter abreviado. 

	Tipo de Memoria
	
	
	Abreviada     FORMCHECKBOX 


	OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

	Situación que se regula
	Con la presente norma se aprueban las bases reguladoras de la concesión de las subvenciones que convoque, en régimen de concurrencia competitiva, el Ministerio de Trabajo y Economía Social, con cargo a los créditos de sus presupuestos, que tengan por objeto financiar gastos derivados de la realización de actividades de promoción del trabajo autónomo, así como sufragar parcialmente los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos de ámbito estatal para dotarlas de mayor flexibilidad y facilitar el cumplimiento de los fines propios de estas entidades.

	Objetivos que se persiguen
	Incorporar mejoras en la regulación del procedimiento administrativo respecto de algunos aspectos de la Orden TES/945/2024, de 6 de septiembre, a fin de dotar de más flexibilidad a las convocatorias, para poder adaptarlas a las posibles incidencias que puedan surgir, y aumentar la seguridad jurídica de los beneficiarios y facilitar el cumplimiento de sus obligaciones.

	Principales alternativas consideradas
	En un primer momento se planteó una modificación parcial de la actual Orden TES/945/2024, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las actividades de promoción del trabajo autónomo y para sufragar los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos de ámbito estatal. No obstante, conforme se fueron introduciendo modificaciones se llegó a la conclusión que era más adecuado la aprobación de una nueva orden ministerial.

	CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO

	Tipo de norma
	Orden ministerial

	Estructura de la norma
	La norma se estructura en preámbulo, veintidós artículos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 

	Informes recabados
	Se deberán recabar los siguientes informes:
· Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y Economía Social (art. 26.5, párrafo cuarto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno).
· Abogacía del Estado (art. 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Intervención General de la Administración del Estado (art. 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).
· Aprobación previa del Ministerio para la Transformación Digital y de Función Pública (art. 26.5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno).



	Consulta pública
	En cumplimiento del artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se ha llevado a cabo consulta pública de la presente norma, mediante la publicación correspondiente en la página web del Ministerio de Trabajo y Economía Social desde el 10/01/2025 al 24/01/2025.

	Trámite de audiencia
	El proyecto de orden ministerial será publicado en el portal web del MITES, a efectos de audiencia e información pública durante 15 días hábiles, de conformidad con lo previsto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre.

	ANÁLISIS DE IMPACTOS

	Adecuación al orden de competencias
	La norma se dicta en aplicación del artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, que reconoce al Estado la competencia exclusiva en Legislación laboral.

	Impacto económico y presupuestario
	Efectos sobre la economía en general.
	Neutro

	
	En relación con la competencia
	 FORMCHECKBOX 
 La norma no tiene efectos significativos sobre la competencia.

 La norma tiene efectos positivos sobre la competencia.

 La norma tiene efectos negativos sobre la competencia.

	
	Desde el punto de vista de las cargas administrativas
	 FORMCHECKBOX 
 supone una reducción de cargas administrativas.

Cuantificación

estimada: 9.088,00 €.
 incorpora nuevas cargas administrativas.

Cuantificación

estimada: _______________

 FORMCHECKBOX 
 no afecta a las cargas administrativas.

	
	Desde el punto de vista de los presupuestos, la norma


	 FORMCHECKBOX 
 no afecta a los presupuestos de la Administración del Estado.

 FORMCHECKBOX 
 afecta a los presupuestos de la Administración del Estado.

 implica un gasto

 implica un ingreso

	Impacto de género
	La norma tiene un impacto de género.
	Negativo    
Nulo     FORMCHECKBOX 

Positivo    

	Otros impactos considerados
	No se aprecian consecuencias dignas de consideración con respecto a otros eventuales impactos, concretamente sobre la infancia y adolescencia, sobre la familia, y en materia de cambio climático.


Justificación de la memoria abreviada.

Esta memoria abreviada se realiza conforme a lo previsto en el Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, y a la Guía Metodológica para la elaboración de la MAIN aprobada por el Consejo de Ministros el 11 de diciembre de 2009.
El artículo 3 del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, establece que cuando se estime que de la propuesta normativa no se derivan impactos apreciables en ninguno de los ámbitos enunciados en el artículo 2, o estos no son significativos, se realizará una memoria abreviada.
A los efectos de la tramitación del presente proyecto de orden ministerial, se ha optado por la elaboración de una memoria abreviada en tanto que de la norma proyectada no se derivan impactos apreciables en el orden competencial, económico y presupuestario, de cargas administrativas, por razón de género, en la infancia y la adolescencia, en la familia, ni otros impactos significativos. 
I. OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

1) Motivación.
Aunque la Orden TES/945/2024, se aprobó en septiembre de 2024, se han observado en ella algunas rigideces que condicionan la elaboración de las convocatorias y pueden afectar a sus objetivos.
2) Fines y objetivos.
La nueva orden de bases responde a un triple fin:

· El primer objetivo es eliminar las rigideces detectadas en la Orden TES/945/2024, de forma que determinados plazos y cuantías que actualmente están establecidos en las bases reguladoras puedan establecerse en las convocatorias, dentro de los límites reglamentarios previstos. Además, se busca permitir una mejor adaptación de las convocatorias a las disponibilidades presupuestarias y a las necesidades de los posibles beneficiarios, a fin de conseguir la mayor eficacia posible con los créditos disponibles.
· El segundo objetivo es facilitar el cumplimiento de las obligaciones a las entidades beneficiarias, reduciendo las cargas administrativas de los beneficiarios, al permitir la justificación de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social a través de certificados aportados por las propias entidades.

· Finalmente, el tercer objetivo es el de aumentar la seguridad jurídica de las entidades beneficiarias con la nueva definición de los gastos indirectos y la modificación de la regulación de los reintegros. 
En definitiva, la nueva orden permitirá una mejor adecuación de las subvenciones a las necesidades de las entidades beneficiarias para que estas puedan obtener el mayor beneficio posible de las subvenciones concedidas, contribuyendo a una mayor efectividad de la acción gubernamental en la defensa del trabajo por cuenta propia de calidad y el impulso de la cultura del autoemprendimiento.

3) Alternativas. 

El artículo 17.1, párrafo segundo, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, establece que las bases reguladoras de una subvención deben aprobarse por orden ministerial. Por tanto, este es el instrumento jurídico obligado para alcanzar los fines propuestos.

Por otro lado, ante la disyuntiva de modificar la orden de bases existente o aprobar una nueva, inicialmente se decidió plantear una modificación del texto vigente. Sin embargo, dado el número de modificaciones que se introducen y su calado se ha optado por aprobar una nueva orden ministerial.
II. CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICO Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN 

1) Contenido del proyecto.

El proyecto de orden ministerial contiene veintidós artículos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.
El artículo 1 regula el objeto de esta orden, que es establecer las bases reguladoras de la concesión de subvenciones, por el procedimiento de concurrencia competitiva, a las actividades de promoción del trabajo autónomo y para sufragar los gastos de funcionamiento de las asociaciones de trabajadores autónomos de ámbito estatal.
El artículo 2 delimita las entidades beneficiarias de las subvenciones.
El artículo 3 establece las actividades subvencionables.
Además, se establece la exclusión de las actividades de promoción de la economía social y la responsabilidad social de las empresas, cuando no estén exclusivamente dirigidas al ámbito de trabajo autónomo.

El artículo 4 regula los gastos subvencionables para las dos líneas de subvenciones previstas en el artículo anterior.
Los artículos 5 y 6 se refieren a los objetivos de las subvenciones y los criterios objetivos para su concesión.
El artículo 7 establece la cuantía de las subvenciones.

El artículo 8 autoriza y regula la subcontratación de la actividad subvencionada.

Los artículos 9 a 13 desarrollan todas las fases del procedimiento de concesión: la convocatoria, la instrucción, la resolución y el pago anticipado de las subvenciones. 
El artículo 14 prevé la compatibilidad de esta subvención con otras ayudas públicas.

El artículo 15 regula el régimen de modificación de la resolución de concesión.
El artículo 16 recoge las obligaciones de las entidades beneficiarias.

Los artículos 17 y 18 regulan la justificación de las subvenciones concedidas.

El artículo 19 establece los supuestos de procedencia del reintegro total o parcial, y el artículo 20 trata la responsabilidad de las organizaciones beneficiarias y el régimen sancionador.
Finalmente, el artículo 21 se refiere al régimen jurídico aplicable y el artículo 22 a la protección de datos de carácter personal.
La disposición transitoria establece el régimen transitorio de procedimientos correspondientes a convocatorias publicadas al amparo de anteriores órdenes de bases.
La disposición derogatoria deroga la Orden TES/945/2024, de 6 de septiembre.
Las disposiciones finales prevén el título competencial, las facultades de desarrollo y la entrada en vigor de la norma, que tendrá lugar el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
2) Análisis jurídico.

La orden se dicta al amparo del artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, que reconoce al Estado la competencia exclusiva en Legislación laboral y se enmarca en la atribución genérica al Gobierno del ejercicio de la potestad reglamentaria, contenida en el artículo 97 de la Constitución Española y 22 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, concretada a favor de los Ministros en el artículo 4.1.b) de la misma ley. 
Por último, esta Orden es coherente con el principio de coordinación regulado en el artículo 140.1.e) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en virtud del cual una Administración Pública y, singularmente, la Administración General del Estado, tiene la obligación de garantizar la coherencia de las actuaciones de las diferentes Administraciones Públicas afectadas por una misma materia para la consecución de un resultado común, cuando así lo prevé la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.
3) Descripción de la tramitación.

Hasta el momento se ha llevado a cabo el trámite de consulta pública previsto en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, desde el 10 de enero de 2025 hasta el 24 de enero de 2025, en la que se han recibido propuestas por la Unión de Asociaciones de Trabajadores Autónomos y Emprendedores, valorándose positivamente el esfuerzo realizado y en ese sentido, se ha admitido su propuesta de subvencionar al 100% del importe de las cotizaciones a la seguridad Social. 
Se inicia el trámite de audiencia e información pública previsto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, desde el 1 de abril de 2025 hasta el 25 de abril de 2025.

l. ANÁLISIS DE IMPACTOS
1) Adecuación de la norma al orden de distribución de competencias.

La norma se dicta al amparo del artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, que reconoce al Estado la competencia exclusiva en Legislación laboral.
2) Impacto presupuestario.

El impacto presupuestario se analiza conforme a los artículos 26.3.d) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y 2.1.d) 2º del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre.
El proyecto de Orden no supone incremento del gasto público, toda vez que no se prevé un incremento de la dotación presupuestaria. 

3) Impacto de cargas administrativas.

Uno de los objetivos de la orden es facilitar el cumplimiento de las obligaciones por parte de las entidades beneficiarias. Como resultado, se prevé una reducción de las cargas administrativas, a consecuencia de la aplicación de dos medidas.
En primer lugar, se sustituye la obligación de presentar en la justificación los documentos acreditativos emitidos por la Agencia Tributaria, en lo relativo a las retenciones practicadas por la entidad beneficiaria, y la Tesorería General de la Seguridad Social, por la presentación de certificados de estos organismos acompañados de una declaración responsable. 
Para su cálculo, se han utilizado los datos de las justificaciones correspondientes a la convocatoria del año 2023, por tratarse del último procedimiento completado en su totalidad.

En la línea de las subvenciones por actividades, como primer paso, se ha calculado el coste de aportar los documentos que las entidades beneficiarias presentaron para justificar los gastos y los pagos relacionados con sus obligaciones frente a la Tesorería General de la Seguridad Social y a la Administración Tributaria, para cada uno de los expedientes.

Una vez obtenidos los costes individuales, se ha calculado la mediana de estos valores. La razón de escoger la mediana en lugar de la media radica en evitar que un número reducido de expedientes eleve artificialmente el número de documentos a presentar. De esta manera se obtiene la cuantificación de las cargas administrativas suprimidas por expediente tipo en la línea de subvenciones de actividades, que ascendería a 164,00 €.

Ahora bien, la obligación de presentar estos documentos no desaparece simplemente, sino que se sustituye por la presentación de dos certificados emitidos por las administraciones correspondientes y por una declaración responsable relativa al cumplimiento de sus obligaciones y a la custodia de la documentación que, conforme a las bases reguladoras vigentes, las entidades beneficiarias vienen siendo obligadas a presentar. Se constituyen, pues, dos nuevas cargas administrativas en sustitución de las anteriores, con un coste de 28,00 € por expediente.

Es decir, la reducción de cargas administrativas es de 136,00 € por expediente. Lo que, unido a una población de cincuenta expedientes esperados y una frecuencia anual, arroja una reducción total de costes administrativos de 6.800,00 € por esta medida en la línea de subvención de actividades.

En cuanto a la línea de subvención de gastos de funcionamiento, se cuantifica en trescientos veintiún documentos los que se dejarían de aportar, mientras que los documentos que se incorporan como obligación son un total de nueve. Esto supone un ahorro neto de 1.224,00 € por esta medida en la referida línea de subvención.

En segundo lugar, se prevé otra medida que afecta exclusivamente a esta línea de subvención: la eliminación de la aportación de la documentación justificativa de los gastos que la entidad asume como propios. 

Debido a la muy diversa naturaleza de los gastos incluidos en una cuenta justificativa y a los diferentes importes a los que pueden ascender, se asume una reducción del 15% de los documentos a presentar. Esta estimación se obtiene partiendo de que la aportación económica mínima de la entidad asciende a este porcentaje y que, en el supuesto de que todos los justificantes sirviesen para acreditar una cantidad igual, dejarían de presentarse, como mínimo, el 15% de dichos justificantes.

Asumiendo estas premisas, se obtendría una reducción total de doscientos sesenta y seis documentos, lo que implica un ahorro neto por esta medida en costes administrativos de 1.064,00 €.

Por tanto, el conjunto de medidas propuestas redundará en una reducción de las cargas administrativas, cuantificada en 9.088,00 €.
4) Impacto por razón de género.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 26.3.f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, y 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, se informa que la presente orden no contiene ninguna medida discriminatoria por razón de género.

La valoración del impacto de género en relación con la eliminación de desigualdades entre mujeres y hombres, así como en relación con el cumplimiento de los objetivos de políticas de igualdad, es nula, toda vez que no se deducen del propio objeto de la norma, ni tampoco de su aplicación desigualdades en la citada materia.
5) Impacto en la infancia y en la adolescencia

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la redacción dada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, el proyecto normativo no tiene impacto en la infancia y en la adolescencia.

6) Impacto en la familia

De acuerdo con lo previsto en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas, introducida por la disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, el proyecto normativo no tiene impacto en la familia. 

7) Impacto por razón de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad

Con base a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, este proyecto de orden ministerial no supone, ni en el fondo ni en la forma, impacto por razón de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
IV. EVALUACIÓN EX POST.
Este proyecto no está incluido en el Plan Anual Normativo, por lo que no está prevista una evaluación de los resultados de su aplicación.  
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